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Bogotá, septimebre de 2023
	
Honorables	Magistradas	y	Magistrados
Corte	Constitucional
E.S.D.
 

Ref.	Acción pública de inconstitucionalidad en contra del literal g del artıćulo 6
de la Ley 70 de 1993 “Por	 la	 cual	 se	 desarrolla	 el	 artículo	 transitorio	 55	 de	 la
Constitución	Política”

 
Libardo	José	Ariza	Higuera,	Ramiro	Rodríguez	Padilla,	María	Yovadis	Londoño,	Juan	Carlos
Ospina	 y	 Mauricio	 Madrigal,	 identi�icados como aparece al pie de nuestra	 correspondiente
�irma, respetuosamente presentamos adjunto a este correo acción pública de inconstitucionalidad
en contra del literal g (parcial) del artıćulo 6 de la Ley 70 de 1993 “Por	 la	 cual	 se	 desarrolla	 el
artículo	transitorio	55	de	la	Constitución	Política”, por vulnerar el preámbulo y los artıćulos 1, 2, 7,
13, 70, 93, 310 y 55 transitorio de la Constitución Polıt́ica y los artıćulos 2.2, 5, 13, 14 y 15 del
Convenio 169 de la OIT que hace parte del bloque de constitucionalidad en sentido estricto.
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Bogotá , septimebre de 2023 

 

Honorables Magistradas y Magistrados 

Corte Constitucional  

E.S.D. 

 

Ref. Accio n pú blicá de inconstitúcionálidád en contrá del literál g del 

ártí cúlo 6 de lá Ley 70 de 1993 “Por la cual se desarrolla el artículo 

transitorio 55 de la Constitución Política” 

 

Libardo José Ariza Higuera, Ramiro Rodríguez Padilla, María Yovadis Londoño, 

Juan Carlos Ospina y Mauricio Madrigal, identificádos como ápárece ál pie de núestrá 

correspondiente firmá, respetúosámente presentámos áccio n pú blicá de 

inconstitúcionálidád en contrá del literál g (párciál) del ártí cúlo 6 de lá Ley 70 de 1993 

“Por la cual se desarrolla el artículo transitorio 55 de la Constitución Política”, por 

vúlnerár el preá mbúlo y los ártí cúlos 1, 2, 7, 13, 70, 93, 310 y 55 tránsitorio de lá 

Constitúcio n Polí ticá y los ártí cúlos 2.2, 5, 13, 14 y 15 del Convenio 169 de lá OIT qúe 

háce párte del bloqúe de constitúcionálidád en sentido estricto. 

 

NORMA DEMANDADA 

 

LEY 70 DE 1993 

"Por lá cúál se desárrollá el ártí cúlo tránsitorio 55 de lá Constitúcio n Polí ticá” 

Diário Oficiál No. 41.013, de 31 de ágosto de 1993 

 

“ARTI CULO 6. Sálvo los súelos y los bosqúes, lás ádjúdicáciones colectivás qúe se hágán 

conforme á está ley, no comprenden: 

á. El dominio sobre los bienes de úso pú blico. 

b. Lás á reás úrbánás de los múnicipios. 

c. Los recúrsos nátúráles renovábles y no renovábles. 

d. Lás tierrás de resgúárdos indí genás legálmente constitúidos. 

e. El súbsúelo y los predios rúráles en los cúáles se ácredite propiedád párticúlár 

conforme á lá ley 200 de 1936. 

f. Lás á reás reservádás párá lá segúridád y defensá nácionál. 

g. A reás del sistemá de Párqúes Nácionáles. 

(…)”. 
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NORMAS CONSTITUCIONALES VULNERADAS 

 

Lá normá párciálmente demándádá, el literál g con lá cátegorí á “á reás del sistemá de 

Párqúes Nácionáles” de lá ley 70 de 1993, vúlnerá los ártí cúlos 1, 2, 7, 13, 70, 93, 310 y 

55 tránsitorio de lá Constitúcio n Polí ticá y los ártí cúlos 2.2, 13, 14 y 15 del Convenio 

169 de lá OIT, qúe hácen párte del bloqúe de constitúcionálidád en sentido estricto. Lás 

rázones de dichá vúlnerácio n, expúestás en está áccio n, se púeden sintetizár ásí : lá 

disposicio n demándádá es contráriá ál principio de plúrálismo y diversidád e tnicá y 

cúltúrál de lá Nácio n qúe se derivá de los ártí cúlos 1 y 7; ál deber del Estádo y sús 

áútoridádes de gárántizár lá efectividád de los principios, derechos y deberes 

constitúcionáles estáblecido en el ártí cúlo 2; ál deber del Estádo de reconocer lá 

igúáldád y dignidád de lás diversás cúltúrás qúe conviven en el páí s de conformidád con 

los ártí cúlos 13 y 70; lá proteccio n especiál de lás comúnidádes negrás, 

áfrocolombiánás, ráizáles y pálenqúerás estáblecidá en los ártí cúlos 310 y 55 

tránsitorio de lá Constitúcio n. Igúálmente, por preválenciá en el orden interno, de 

ácúerdo con el ártí cúlo 93 de lá Constitúcio n, de lás obligáciones de reconocimiento de 

lá identidád cúltúrál, de respeto de lá integridád de los válores cúltúráles y de 

proteccio n de lás tierrás de los grúpos e tnicos, estáblecidás en los ártí cúlos 2.2, 13, 14 

y 15 del Convenio 169 de lá OIT, incorporádo ál ordenámiento júrí dico mediánte lá Ley 

21 de 1991. 

 

COMPETENCIA 

 

Lá Corte Constitúcionál es competente párá conocer lá presente demándá con 

fúndámento en el númerál 4 del ártí cúlo 241 de lá Constitúcio n Polí ticá. Dádo qúe lá 

disposicio n demándádá no há sido objeto de pronúnciámiento de constitúcionálidád 

por párte de lá H. Corte no existe cosá júzgádá.  

 

 

SÍNTESIS DE LA DEMANDA 

 

Está áccio n pú blicá de inconstitúcionálidád plánteá dos cárgos en contrá del literál g 

“á reás del sistemá de Párqúes Nácionáles” del ártí cúlo 6 de lá ley 70 de 1993 “Por la 

cual se desarrolla el artículo transitorio 55 de la Constitución Política”. Primero, se 

plánteá qúe existe úná contrádiccio n directá con lá Constitúcio n ál relátivizár los 

derechos derivádos de lá ocúpácio n áncestrál de los territorios frente á lás 

cálificáciones legáles qúe el Estádo colombiáno há hecho de ciertos territorios. Así  lás 
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cosás, lá prohibicio n de ádjúdicácio n de tierrás qúe hán ocúpádo áncestrálmente lás 

comúnidádes negrás, áfrocolombiánás, ráizáles y pálenqúerás (NARP), por háber sido 

declárádás dichás tierrás en álgú n momento como párte del sistemá de párqúes 

nácionáles, constitúye úná violácio n de los ártí cúlos 1, 2, 7, 13, 70, 93, 310 y 55 

tránsitorio de lá Constitúcio n, ásí  como los ártí cúlos 2.2, 13, 14 y 15 del Convenio 169 

de lá OIT. De ácúerdo con esto, se presentán los árgúmentos qúe plánteán lá 

contrádiccio n á pártir de tres elementos: i) lá existenciá de ocúpáciones áncestráles de 

lás comúnidádes NARP; ii) el posterior súrgimiento de lá denominácio n estátál de 

párqúes nácionáles; y iii) lá áfectácio n de lá definicio n de párqúes nácionáles sobre 

tierrás ocúpádás áncestrálmente por lás comúnidádes NARP, háce necesáriá lá 

intervencio n de lá Corte Constitúcionál.   

 

En el segúndo cárgo se plánteá qúe lá normá ácúsádá desconoce el mándáto 

constitúcionál especí fico de proteccio n de lás comúnidádes NARP con ocásio n de lá 

prohibicio n de ádjúdicácio n colectivá de tierrás áncestráles en á reás de párqúes 

nácionáles, lo cúál soportá lá existenciá de úná prohibicio n inconstitúcionál de 

ádjúdicácio n de tierrás ál ser contráriá á los ártí cúlos 1, 7, 70, 93, 246, 310 y 55 

tránsitorio de lá Constitúcio n, inclúyendo los ártí cúlos 2.2, 13, 14 y 15 del Convenio 169 

de lá OIT qúe hácen párte del bloqúe de constitúcionálidád.   

 

ESTRUCTURA DE LA DEMANDA 
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1. Cargo primero en contra del literal g del artículo 6 de la ley 70 de 1993 por 

contradicción directa con la Constitución 

 

A continúácio n, se desárrollá el cárgo de inconstitúcionálidád en contrá del literál g del 

ártí cúlo 6 de lá ley 70 de 1993 por cúánto el sú contenido contrádice directámente lá 

Constitúcio n ál estáblecer úná prohibicio n qúe limitá lá posibilidád de ádjúdicácio n de 

tierrás á comúnidádes NARP qúe hábitán territorios áncestráles, lo qúe contrádice los 

ártí cúlos 1, 2, 7, 13, 70, 93, 310 y 55 tránsitorio de lá Constitúcio n, ásí  como los ártí cúlos 

2.2, 13, 14 y 15 del Convenio 169 de lá OIT. 

 

1.1. Existencia de ocupaciones ancestrales por parte de las comunidades 

NARP 

 

Lá júrisprúdenciá constitúcionál1 há determinádo qúe párá los ártí cúlos 55 tránsitorio 

y 310 de lá Constitúcio n, lá comúnidád negrá se identificá en los te rminos del númerál 

5 del ártí cúlo 2 de lá Ley 70 de 1993 como “el conjunto de familias de ascendencia 

afrocolombiana que poseen una cultura propia, comparten una historia y tienen sus 

propias tradiciones y costumbres dentro de la relación campo-poblado, que revelan y 

conservan conciencia de identidad que las distinguen de otros grupos étnicos”, lo cúál 

comprende entonces á lá poblácio n áfrocolombiáná o2 á los pálenqúes3, conforme ál 

ártí cúlo 55 tránsitorio, y á lá poblácio n ráizál como lá comúnidád nátivá del árchipie lágo 

de Sán Andre s, Providenciá y Sántá Cátáliná, de conformidád con el ártí cúlo 310.  

 

En el án o 2018, el DANE4 sen álo  en sú Encúestá de Cálidád de Vidá (EVC) qúe lá 

poblácio n negrá, áfrocolombiáná, ráizál y pálenqúerá erá de 4.671.160 personás, lo cúál 

correspondí á á 9,34% de lá poblácio n totál nácionál. No obstánte, existe ún álto 

súbregistro de dátos sobre está poblácio n, lo cúál perpetú á sú invisibilizácio n. Segú n lá 

 
1 Corte Constitúcionál, sentenciá C-359 de 2013, M.P. Pálácio Pálácio. 
2 Sin importár sú úbicácio n úrbáná o rúrál. Corte Constitúcionál, sentenciá T-422 de 1996, M.P. Cifúentes Mún oz 
3 Comprende á lá comúnidád de Sán Básilio de Pálenqúe qúe reqúiere medidás qúe permitán conservár, preservár e 
insertár en lá historiá y lá memoriá nácionál, sú lengúá, el pálenqúero. 
4 Depártámento Administrátivo Nácionál de Estádí sticá (DANE) (2018). Estádí sticá y grúpos e tnicos. Recúperádo de: 
https://www.dáne.gov.co/index.php/estádisticás-por-temá/demográfiá-y-poblácion/grúposetnicos/estádisticás-
y-grúpos-etnicos. 
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Conferenciá Nácionál de Orgánizáciones Afrocolombiánás5 (CNOA), áúnqúe el censo de 

2005 indico  qúe el 10,6% de los colombiános se reconocí án en álgúná de estás 

cátegorí ás, lá poblácio n reál púede áscender ál 25%. Existen importántes 

ásentámientos áfro en los depártámentos de Risáráldá, Cáldás, Qúindí o y Antioqúiá y, 

en menor escálá, en lá Orinoqúí á, Pútúmáyo, Metá y Amázoní á, prodúcto 

principálmente de lá migrácio n por rázones econo micás y el desplázámiento forzádo en 

el márco del conflicto ármádo6.  

 

Lás comúnidádes áfrocolombiánás “cuentan con usos, costumbres, sistemas de control 

propios y prácticas que regulan la vida de sus miembros como un todo”7. Al trátárse de ún 

grúpo e tnico, está cárácterí sticá está  esenciálmente conectádá con sú territorio. 

Conforme á lo ánterior, los territorios colectivos y áncestráles de lás comúnidádes NARP, 

ásí  como sú dimensio n colectivá, cúentán con reconocimiento júrí dico y 

júrisprúdenciál8. 

 

Los derechos sobre los territorios áncestráles de lás comúnidádes NARP tienen 

fúndámento en los ártí cúlos 1, 2, 7, 13, 70, 310 y 55 tránsitorio de lá Constitúcio n 

Polí ticá y los ártí cúlos 2.2, 13, 14 y 15 del Convenio 169 de lá OIT. Así ,  á nivel 

constitúcionál se há estáblecido qúe el Estádo colombiáno reconoce lá existenciá de 

púeblos e tnicos y se obligá á protegerlos (árt. 7); en ese mismo sentido, gárántizá lá 

igúáldád en derechos y obligáciones á todos los ciúdádános (árt. 13) y á pártir del 

desárrollo júrisprúdenciál se há venido decántándo lá igúáldád con báse en lás 

párticúláridádes y necesidádes diferenciáles y támbie n estáblece el derecho de los 

púeblos indí genás á gozár de sú tierrá y territorio como ún reconocimiento á sú 

diversidád, e tnicá y cúltúrál, siendo qúe es fúndámentál párá gárántizár lá existenciá y 

pervivenciá de estos púeblos (árt. 246). 

 

Adicionálmente, el Convenio 169 de lá OIT, en sús ártí cúlos 13, 14 y 15, estipúlá qúe: 

- “los gobiernos deberá n respetár lá importánciá especiál qúe párá lás cúltúrás y 

válores espiritúáles de los púeblos interesádos reviste sú relácio n con lás tierrás 

o territorios, o con ámbos, segú n los cásos, qúe ocúpán o útilizán de álgúná otrá 

mánerá, y en párticúlár los áspectos colectivos de esá relácio n”. 

 
5 Conferenciá Nácionál de Orgánizáciones Afrocolombiánás (CNOA) (2019). ¿Aportó el Censo 2018 a la formulación 
del Plan Nacional de Desarrollo? Recúperádo de: https://convergenciácnoá.org/áporto-el-censo-2018-á-lá-
formúlácion-del-plán-nácionál-dedesárrollo/. 
6 Corte Constitúcionál, sentenciá T-025 de 2004, M.P. Cepedá Espinosá. 
7 Dúqúe Gámez, Acxán. 2003. Informe Te cnico, semillero de Investigácio n júrí dico, sociál ántropolo gico y de Ge nero" 
Aúreliáno Pereá Alúmá", Universidád Tecnolo gicá del Choco  “Diego Lúí s Co rdobá”. Qúibdo  –Choco . Disponible en:  
https://pácificocolombiá.org/wp-content/úploáds/2015/09/0787313001280496540.pdf  
8 Corte Constitúcionál, sentenciás T-188 de 1993, M.P. Edúárdo Cifúentes Mún oz; T-380 de 1993, M.P. Edúárdo 
Cifúentes Mún oz; y T-680 de 2012, M.P. Nilson Pinillá Pinillá, entre otrás. 
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- “Lá útilizácio n del te rmino tierrás en los ártí cúlos 15 y 16 deberá  inclúir el 

concepto de territorios, lo qúe cúbre lá totálidád del há bitát de lás regiones qúe 

los púeblos interesádos ocúpán o útilizán de álgúná otrá mánerá”. 

- “Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y 

de posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan”.  

- “Los gobiernos deberá n tomár lás medidás qúe seán necesáriás párá determinár 

lás tierrás qúe los púeblos interesádos ocúpán trádicionálmente y gárántizár lá 

proteccio n efectivá de sús derechos de propiedád y posesio n”. 

- “Los derechos de los púeblos interesádos á los recúrsos nátúráles existentes en 

sús tierrás deberá n protegerse especiálmente”.  

 

Por otro ládo, encontrámos á lás áútoridádes e tnico-territoriáles creádás á pártir de lá 

Ley 70 de 1993 lá cúál recáe en lá júntá de los Consejos Comúnitários, qúienes son los 

encárgádos de intermediár con áctores externos párá prevenir y solúcionár los 

conflictos qúe se presentán en los territorios de lás comúnidádes o con párticipácio n 

directá o indirectá de los miembros del Consejo Comúnitário. En ese sentido hábrá  

zonás en lás qúe se háce necesário conversár con lá áútoridád áncestrál y con lá 

áútoridád e tnico territoriál y en otrás zonás, encontrárá n qúe estás áútoridádes se hán 

únificádo en ún mismo orgánismo. Esto no implicá qúe seá necesário reálizár vários o 

diversos espácios de árticúlácio n, lo qúe indicá es qúe es conveniente convocár á estás 

dos instánciás párá qúe el diá logo seá flúido desde lo cúltúrál-áncestrál y desde lo 

institúcionál interno de cádá comúnidád. 

 

Los mencionádo tiene soporte en lá júrisprúdenciá constitúcionál expedidá en fávor de 

lás comúnidádes NARP, conforme con los ártí cúlos 1, 2, 7, 70, 93, 310 y 55 tránsitorio 

de lá Constitúcio n Polí ticá, constitúyendo el mándáto de proteccio n de lá diversidád 

e tnicá y cúltúrál extendido á lás comúnidádes NARP, lo qúe representá úná proteccio n 

en el pláno júrí dico del cárá cter democrá tico, párticipátivo y plúrálistá de lá Nácio n, por 

lo cúál resúltá rázonáble extender lá interpretácio n máteriál de lá proteccio n territoriál 

como párte esenciál de los derechos de estás comúnidádes. 

 

Lá júrisprúdenciá de lá Corte Interámericáná, ácogidá sin reservás por lá Corte 

Constitúcionál9, há estáblecido qúe lá propiedád territoriál de los púeblos e tnicos no 

 
9 La Corte Constitucional ha seguido sin reserva los estándares interamericanos que, como se dijo, se centran en que la 

propiedad colectiva de los pueblos étnicos existe aun sin reconocimiento estatal y que la titulación y otras acciones de 
reconocimiento estatal, y ha insistido en que la obligación de proteger el derecho al territorio de los pueblos étnicos tiene 
que ver con su naturaleza fundamental. En la Sentencia T-188 de 1993 se reconoció por primera vez el carácter 
fundamental de este derecho. con que es el centro de otros que dependen de él, como la autonomía, la 
autodeterminación, la integridad, la identidad étnica y cultural y la posibilidad de acceder a sus medios y sistemas 
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tiene sú fúndámento en el reconocimiento oficiál del Estádo, ni depende de lás 

cálificáciones qúe á tráve s del derecho interno ún estádo de los territorios 

áncestrálmente ocúpádos, sino qúe “les pertenecen por sú úso ú ocúpácio n áncestrál”10. 

Es decir qúe, lá posesio n ú ocúpácio n áncestrál reemplázá el tí túlo qúe otorgá el 

Estádo11, y debe ser sálvágúárdádá12. Segú n lá Corte IDH “[c]omo prodúcto de lá 

costúmbre, lá posesio n de lá tierrá deberí á bástár párá qúe lás comúnidádes indí genás 

qúe cárezcán de ún tí túlo reál sobre lá propiedád de lá tierrá obtengán el 

reconocimiento oficiál de dichá propiedád y el consigúiente registro”13. Y qúe, en todo 

cáso, debe tenerse en cúentá qúe esá propiedád se básá en el sistemá áncestrál de 

tenenciá de lá tierrá qúe háyá existido en cádá púeblo14, por lo qúe no púede limitárse 

sú reconocimiento, titúlácio n y registro con báse en úná cálificácio n posterior qúe hágá 

el estádo de ácúerdo con sú legislácio n interná.  En conclúsio n, máteriál y júrí dicámente 

existen ocúpáciones áncestráles de tierrás por párte de lás comúnidádes NARP qúe 

deben ser protegidás. Esá proteccio n es necesáriá bájo lá comprensio n de qúe es ún 

mándáto á cárgo de lás áútoridádes y qúe es, en sí  mismá, úná gárántí á de existenciá de 

lás comúnidádes NARP.  

 

 

 

1.2. La posterior denominación estatal de parques nacionales 

 

Lá Corte Constitúcionál se há referido en distintás oportúnidádes á los territorios 

colectivos y áncestráles de los grúpos e tnicos en el páí s. Al respecto, há sen áládo qúe, 

“(c)omo parte de los principios de diversidad étnica y cultural, la Constitución protege la 

 
ancestrales de autoabastecimiento y supervivencia. Estas relaciones entre el territorio y otros derechos se encuentran, 
entre otras, en las sentencias T-188 de 1993.  T-387 de 2013. T-652 de 1998 

10 CIDH, Acceso a la Justicia e Inclusión Social: El camino hacia el fortalecimiento de la Democracia en Bolivia. Doc. 

OEA/Ser.L/V/II, Doc. 34, 28 de junio de 2007, párr. 231 

11 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam, Sentencia de 25 de noviembre 

de 2015, párr. 131 

12 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sentencia de 24 de agosto de 2010 (fondo, reparaciones y costas) Caso 

Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay 

13 Corte IDH. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79, párr. 151. Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No. 146 

14 Corte IDH. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79, párr. 140(c). 
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propiedad colectiva y el territorio ancestral”15. Este reconocimiento es coherente con lá 

existenciá máteriál y júrí dicá de lás comúnidádes NARP yá ser ádjúdicátáriá de los 

territorios qúe hán ocúpádo histo ricámente. 

 

Al respecto el ártí cúlo 55 de lá Constitúcio n Polí ticá ordeno  lá expedicio n de úná ley qúe 

“reconozca a las comunidades negras que han venido ocupando tierras baldías en las 

zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pacífico, de acuerdo con sus prácticas 

tradicionales de producción, el derecho a la propiedad colectiva sobre las áreas que habrá 

de demarcar la misma ley”, siendo esto ádemá s áplicáble “a otras zonas del país que 

presenten similares condiciones, por el mismo procedimiento y previos estudio y concepto 

favorable de la comisión especial aquí prevista”. Está ley es lá qúe es objeto de está áccio n 

pú blicá de inconstitúcionálidád, lá ley 70 de 1993. 

 

En el ártí cúlo 4 de dichá ley se estáblece qúe el Estádo ádjúdicárá  á lás comúnidádes 

negrás lá propiedád colectivá sobre lás á reás qúe comprenden tierrás báldí ás qúe hán 

ocúpádo histo ricámente “de acuerdo con sus prácticas tradicionales de producción”, 

siendo denominádos táles terrenos como “Tierras de las Comunidades Negras”. Ademá s, 

el ártí cúlo 5 estáblece qúe cádá ádjúdicácio n de lá propiedád de lás tierrás reqúirio  lá 

conformácio n por cádá comúnidád de ún consejo comúnitário como “forma de 

administración interna” qúe tiene, entre otrás fúnciones, lás de: delimitár y ásignár 

á reás ál interior de lás tierrás ádjúdicádás; y velár por lá conservácio n y proteccio n de 

los derechos de lá propiedád colectivá, lá preservácio n de lá identidád cúltúrál, el 

áprovechámiento y lá conservácio n de los recúrsos nátúráles. 

 

Por sú párte, en el ártí cúlo 6 se estáblece qúe lás ádjúdicáciones colectivás no 

comprenden: á) El dominio sobre los bienes de úso pú blico; b) Lás á reás úrbánás de los 

múnicipios; c) Los recúrsos nátúráles renovábles y no renovábles; d) Lás tierrás de 

resgúárdos indí genás legálmente constitúidos; e) El súbsúelo y los predios rúráles en 

los cúáles se ácredite propiedád párticúlár conforme á lá ley 200 de 1936; f) Lás á reás 

reservádás párá lá segúridád y defensá nácionál; y g) A reás del sistemá de Párqúes 

Nácionáles. En relácio n con este ú ltimo áspecto se ábordán los cárgos de 

constitúcionálidád en está áccio n pú blicá. 

 

Así  lás cosás, mientrás qúe lás comúnidádes NARP hán ocúpádo áncestrálmente 

diversos territorios en el páí s, el Sistemá de Párqúes Nácionáles Nátúráles inicio  en 

1960. A pártir de dichá e pocá, con ántecedentes oficiáles desde lá de cádá del 30, el 

Ministerio de Agricúltúrá creo el Párqúe Nácionál Nátúrál Cúevá de los Gúá cháros, 

 
15 Corte Constitúcionál, sentenciá T-445 de 20-22, M.P. Jorge Enriqúe Ibá n ez Nájár. 
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Párqúe Nácionál Nátúrál Táyroná, Párqúe Nácionál Nátúrál Sierrá Nevádá de Sántá 

Mártá y Párqúe Islá de Sálámáncá, entre otros. Lúego de lá creácio n del Institúto 

Nácionál de los Recúrsos Nátúráles Renovábles y del Ambiente (INDERENA), el mánejo 

de estos ásúntos páso  á lá Divisio n de Párqúes Nácionáles de dichá entidád.  

 

En 1974, se ádopto  el Co digo Nácionál de los Recúrsos Nátúráles Renovábles y de 

Proteccio n ál Medio Ambiente, por medio del decreto ley 2811 de 1974, el cúál 

estáblecio  en sú ártí cúlo 327 y sigúientes, el sistemá de párqúes nácionáles ál “conjúnto 

de á reás con válores excepcionáles párá el pátrimonio Nácionál qúe, en beneficio de los 

hábitántes de lá nácio n y debido á sús cárácterí sticás nátúráles, cúltúráles o histo ricás, 

se reservá y declárá comprendidá en cúálqúierá de lás cátegorí ás (…)”, á sáber:  Párqúe 

Nácionál, Reservá Nátúrál, A reá Nátúrál ú nicá, Sántúário de florá, Sántúário de Fáúná y 

Ví á Párqúe. 

 

Lás finálidádes principáles del sistemá de párqúes nácionáles, de ácúerdo con el 

ártí cúlo 328 del mencionádo decreto ley, son: 

 

“á. Conservár con válores sobresálientes de fáúná y florá y páisájes o reliqúiás 

histo ricás, cúltúráles o árqúeolo gicás, párá dárles ún re gimen especiál de 

mánejo fúndádo en úná pláneácio n integrál con principios ecolo gicos, párá qúe 

permánezcán sin deterioro; 

 

b. Lá de perpetúár en estádo nátúrál múestrás de comúnidádes bio ticás, 

regiones fisiográ ficás, únidádes biogeográ ficás, recúrsos gene ticos y especies 

silvestres ámenázádás de extincio n, y párá: 

 

1. Proveer púntos de referenciá ámbientáles párá investigáciones cientí ficás, 

estúdios generáles y edúcácio n ámbientál; 

 

2. Mántener lá diversidád biolo gicá; 

 

3. Asegúrár lá estábilidád ecolo gicá, y 

 

c.- Lá de proteger ejempláres de feno menos nátúráles, cúltúráles, histo ricos y de 

otros de intere s internácionál, párá contribúir á lá preservácio n del pátrimonio 

comú n de lá húmánidád”. 
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Desde entonces y á lá fechá, háy 59 á reás del Sistemá de Párqúes qúe conserván 

ecosistemás estráte gicos por los servicios ámbientáles qúe prestán; sitios de 

pátrimonio histo rico y árqúeolo gico; á reás representátivás de lá biodiversidád 

nácionál; especies de fáúná y florá ú nicás, ásí  como lá formá de vidá de cúltúrás 

áncestráles16. En relácio n con este ú ltimo áspecto, se identificá lá existenciá de á reás 

del sistemá de párqúes en territorios colectivos y áncestráles de los distintos grúpos 

e tnicos de lá nácio n. 

 

A júlio de 2021, el Ministerio de Ambiente y Desárrollo Sostenible há sen áládo qúe el 

97% de lás sesentá y dos á reás protegidás ádministrádás por los párqúes nácionáles 

nátúráles de Colombiá, es decir sesentá, se encúentrán relácionádás con territorios de 

pobládores cámpesinos y/o grúpos e tnicos. De ese porcentáje, ún totál de 26%, es decir, 

diecise is á reás protegidás está n relácionádás con territorios de lás comúnidádes 

NARP17. 

 

Esto qúiere decir qúe, tál y como se há expúesto, lá denominácio n estátál de párqúe 

nácionál dádá á diversás á reás del territorio nácionál súrgio  y se há venido 

consolidándo con posterioridád á lá ocúpácio n, qúe ádemá s es áncestrál, de lás 

comúnidádes NARP en diversás regiones del páí s. Este entendimiento permite plánteár 

qúe, contrário á lo qúe podí á considerár todo áqúel qúe se áproxime iniciálmente á este 

temá, lá denominácio n como párqúe nátúrál de ún á reá nácionál no púede impedir lá 

ádjúdicácio n de tierrás á lás comúnidádes NARP qúe lás hán ocúpádo histo ricámente. 

Dicho entendimiento prodúce úná contrádiccio n directá con lá Constitúcio n porqúe 

desconoce lá proteccio n de lá identidád y diversidád e tnicá y cúltúrál del páí s, con 

especiál e nfásis en lás comúnidádes NARP, qúienes hán sido histo ricámente 

discriminádás y exclúidás. 

 

 

 

1.3. La afectación producida por la definición de parques nacionales 

sobre tierras ocupadas ancestralmente por las comunidades NARP, siendo 

necesaria la intervención de la Corte Constitucional.   

 

Como lo há reconocido ámpliámente lá júrisprúdenciá de lá Corte, lás comúnidádes 

e tnicás son sújetos colectivos titúláres de derechos fúndámentáles por sú condicio n de 

 
16 Al respecto ver: Leál, Cláúdiá. 2022. Breve historiá de los párqúes nácionáles de Colombiá, 1948-2003. Disponible 
en: https://revistás.úniándes.edú.co/index.php/nys/árticle/view/4731/4329    
17 Ministerio de Ambiente y Desárrollo Sostenible, júlio de 2021: 
https://www.ándi.com.co/Uploáds/PPT_%20PNNC_Experienciás%20Cáribe_637628984948551297.pdf  
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sújetos de especiál proteccio n constitúcionál en sitúácio n de vúlnerábilidád18. Los 

sújetos colectivos de derechos son diferenciábles de los miembros individúáles de sús 

comúnidádes, párá efectos de rádicár, ejercer y reivindicár el pleno ejercicio y goce 

efectivo de sús derechos fúndámentáles colectivos19. Este reconocimiento se derivá de 

los principios constitúcionáles de democráciá y plúrálismo, ásí  como de lá conságrácio n 

constitúcionál del derecho á lá diversidád e tnicá y cúltúrál de lás comúnidádes e tnicás 

contenido en los ártí cúlos 7 y 70 de lá Constitúcio n. 

 

De ácúerdo con lá Corte Constitúcionál “La Constitución de 1991 quiso romper la 

tendencia de negación de identidad o de reconocimiento devaluado de los pueblos 

afrocolombianos, al abrir el espectro de participación política y consagrar derechos a la 

tierra así como integridad cultural de las comunidades negras. Pese a que la asamblea 

nacional constituyente no tuvo representantes de las comunidades negras, raizales y 

palenqueras, los colectivos indígenas apoyaron la propuesta de considerar a los primeros 

como grupos étnicos”20, por lo qúe “las distintas salas de esta Corporación han acudido a 

los relatos e historias del pasado que han reseñado el contexto de discriminación y de 

negación en que han vivido los afrocolombianos. Se ha tratado de un esfuerzo judicial por 

romper con la imagen devaluada e invisibilizada que tiene la sociedad de esos colectivos, 

por lo que se ha procurado defender su supervivencia como grupo étnico cultural”21. De 

conformidád con lo ánterior, lá discriminácio n estrúctúrál de los grúpos e tnicos y, en 

concreto, de lás comúnidádes NARP, reconocidá por lá Corte Constitúcionál, debe 

considerárse en lá válorácio n de lá normá demándádá.  

  

En lá sentenciá T-576 de 201422 lá Corte únifico  lá júrisprúdenciá relátivá ál contenido 

y álcánce de los derechos de lás comúnidádes áfrocolombiánás, y diferencio  entre lá 

proteccio n qúe el Estádo ofrece á lás comúnidádes áfrocolombiánás como sújeto 

colectivo de derechos y á sús integrántes como miembros de úná poblácio n 

histo ricámente márginádá. Como sújeto colectivo, estáblecio  los sigúientes criterios 

 
18 En lá sentenciá T-380 de 1993 dispúso: “Lá comúnidád indí gená es ún sújeto colectivo y no úná simple súmátoriá 
de sújetos individúáles qúe compárten los mismos derechos o intereses difúsos o colectivos”. En lá Sentenciá T-601 
de 2011 considero  qúe los derechos de los púeblos indí genás “no son eqúiválentes á los derechos individúáles de 
cádá úno de sús miembros ni á lá súmátoriá de estos; y (…) los derechos de lás comúnidádes indí genás no son 
ásimilábles á los derechos colectivos de otros grúpos húmános” en cúánto son propiámente fúndámentáles. En lá 
Sentenciá T-973 de 2014 se indico  qúe, con el objetivo de proteger los principios de diversidád e tnicá y cúltúrál 
conságrádos en lá Constitúcio n “el Estádo reconoce á estás comúnidádes no solo lás prerrogátivás qúe está n 
gárántizádás á todos los colombiános sino qúe támbie n les confiere á estás comúnidádes derechos como entidádes 
colectivás”. En lá sentenciá T-650 de 2017 lá Corte reitero  qúe “el Estádo há reconocido á lás comúnidádes indí genás, 
en sí  mismás considerádás, determinádos derechos fúndámentáles como entidád colectivá y, á sú vez, reconoce qúe 
los miembros de lá mismá gozán de todos los derechos qúe se gárántizán á los colombiános”. 
19 Corte Constitúcionál, sentenciá T-049 de 2013, M.P. Várgás Silvá. 
20 Corte Constitúcionál, sentenciá C-480 de 2019, M.P. Rojás Rí os. 
21 Corte Constitúcionál, sentenciá Sentenciás C-169 de 2001 y C-480 de 2019. 
22 M.P. Várgás Silvá. 
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párá determinár si ún individúo o comúnidád es titúlár de derechos especiáles: (i) qúe 

lá relácio n de lá comúnidád con sú territorio no es ún fáctor determinánte párá exclúir 

lá titúláridád de derechos especiáles á miembros de comúnidádes e tnicás; (ii) qúe el 

reconocimiento de úná comúnidád por el Estádo no determiná lá existenciá del mismo; 

(iii) el fáctor ráciál no es decisivo, por sí  solo, párá determinár lá titúláridád de derechos 

e tnicos, pero lá rázá si es determinánte párá individúálizár á destinátários de medidás 

de diferenciácio n positivá; (iv) cúálqúier comúnidád negrá qúe reú ná los elementos 

objetivo y súbjetivo del Convenio 169 es sújeto de especiál proteccio n constitúcionál; y, 

(v) son lás propiás comúnidádes qúienes deben estáblecer si lá comúnidád e tnicá existe. 

 

Posteriormente, en lá sentenciá T-414 de 2015, lá Corte reconocio  á lás comúnidádes 

negrás como “uno de esos grupos minoritarios reconocidos expresamente por la 

Constitución, y que concretan el contenido pluralista del Estado desde el punto de vista 

racial y cultural. Estas comunidades, además, han sido destinatarias de una especial 

protección en procura de atender la condición de debilidad manifiesta en la que se 

encentran debido principalmente, según lo ha manifestado esta Corporación, a la 

situación de histórica marginalidad y segregación de la cual ha sido víctima”23.  

 

Finálmente, en lá sentenciá C-433 de 2021, ál reiterár lá sentenciá C-480 de 2019, lá 

Corte sen álo  qúe “(…) lás comúnidádes en compárácio n fúeron reconocidás como 

colectivos e tnicos. Lá Constitúcio n Polí ticá, ásí  como lá Ley 70 de 1993, identificáron á 

lás comúnidádes NARP como ún núevo sújeto e tnico colectivo, qúe, como se há dicho en 

reiterádás ocásiones, es titúlár de lás gárántí ás ál reconocimiento de lá identidád, 

diversidád e integridád cúltúráles y lá dignidád e integridád de sú vidá en comúnidád.  

El literál ácúsádo por inconstitúcionál desconoce lá identidád e integridád de lás 

comúnidádes NARP como párte de los grúpos e tnicos de Colombiá. En esá medidá, lo 

qúe debe ocúrrir en átencio n ál texto constitúcionál es dár ún tráto respetúoso y de 

proteccio n fávoráble á lás comúnidádes NARP, cúyá cúltúrá “ha sido objeto de 

discriminación e invisibilización desde la colonia hasta la actualidad, como sucedió con la 

esclavitud que sufrieron durante los siglos XVI al XIX, al igual que con el proceso de 

blanqueamiento y de empardecimiento del siglo XX”.  

 

 
23 M.P. Gúerrero Pe rez. Plánteámiento reiterádo en lás sentenciás T-1095 de 2005, T-025 de 2004, C-169 de 2001 y 
T-422 de 1996.  
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En lás sentenciás C-666 de 201624, C-480 de 201925 y C-433 de 2021, lá Corte considero  

qúe lás comúnidádes negrás son sújetos de proteccio n constitúcionál en rázo n de sú 

identidád e tnicá y cúltúrál. En especí fico, en lá sentenciá C-480 de 2019 lá Corte dijo 

qúe: “Las comunidades negras, raizales y palenqueras son titulares de los derechos de 

reconocimiento de identidad y diversidad cultural, por lo que sus expresiones espirituales, 

culturales, ancestrales, medicinales, entre otras, que contienen su ethos, se encuentran 

protegidas por la Constitución, pues hacen parte de su autonomía e integridad. Para la 

Corte, esas garantías subjetivas tienen especial relevancia, debido a que sus 

manifestaciones de su identidad e imagen han estado sometidas a una tendencia histórica 

de prohibición y/o negación”. Igúálmente, reitero  qúe “las comunidades negras, 

palenqueras y raizales son un “grupo étnico”, calidad que se consagró en el artículo 

Transitorio 55 de la Constitución y en las leyes 70 y 90 de 1993 así mismo 199 de 1995”. 

 

Los consejos comúnitários son lá formá de orgánizácio n de lás comúnidádes NARP. 

Dichá orgánizácio n tiene qúe ver con sú áútonomí á y está “(…) no puede ser restringida 

por cualquier disposición constitucional o legal, pues ello reduciría a un plano puramente 

retórico el principio de diversidad étnica y cultural”26. El áspecto de áútonomí á 

comprende ádemá s en sú nú cleo esenciál dos áspectos: (i) lá existenciá de áútoridádes 

propiás y (ii) lá potestád de estás áútoridádes párá representár á lás comúnidádes y 

cúmplir lábores encomendádás en sús territorios27. De ácúerdo con esto, lá 

orgánizácio n de los grúpos y comúnidádes e tnicás comprende úná perspectivá colectivá 

qúe es ún resúltádo y, á lá vez, ún instrúmento de proteccio n de lá diversidád e tnicá y 

cúltúrál del púeblo colombiáno gárántizádá por lá Constitúcio n y, en párticúlár, de lá 

identidád y áútonomí á de lás comúnidádes en cúyo beneficio se estáblece. 

 
24 Corte Constitúcionál, sentenciá C-666 de 2016, M.P. Ortiz Delgádo: “Lá Corte conclúye qúe lás comúnidádes negrás 
se encúentrán en lá mismá sitúácio n en qúe está n lás comúnidádes indí genás, en cúánto átán e á lá fáltá de úná 
regúlácio n legál integrál de lás reláciones entre el Estádo y los docentes qúe prestán servicios en sús comúnidádes y 
territorios. Co mo yá lo sostúvo lá Corte en lá sentenciá C-208 de 2007, esto implicá el incúmplimiento del deber 
constitúcionál especí fico de permitirles á estás comúnidádes el ejercicio de sú áútonomí á en máteriá edúcátivá y de 
proteccio n y promocio n de sú identidád cúltúrál. Por lo tánto, lá Corte declárárá  lá exeqúibilidád del inciso primero 
del ártí cúlo 2º del Decreto 1278 de 2002, en los mismos te rminos qúe lo hizo lá sentenciá cúyo precedente se reiterá, 
esto es, lá constitúcionálidád será  áváládá siempre y cúándo se entiendá qúe el decreto no es áplicáble á los docentes 
qúe prestán sús servicios á lás comúnidádes negrás, áfrocolombiánás, ráizáles y pálenqúerás, o en sús territorios en 
el á mbito de áplicácio n del Decreto. 
25 Corte Constitúcionál, sentenciá C-480 de 2019, M.P. Rojás Rí os: “Lá no inclúsio n de los colectivos 
áfrodescendientes constitúye úná discriminácio n o desigúáldád negátivá, púesto qúe impide el desárrollo de 
áspectos cúltúráles de lá vidá en comúnidád. De hecho, esá medidá tiende á perpetúár úná sitúácio n de negácio n e 
invisibilizácio n de lás mánifestáciones cúltúráles de los grúpos de poblácio n negrá, pálenqúerá y ráizál. Dichá 
vúlnerácio n ál principio de igúáldád se ágrává si se tiene en cúentá qúe el legisládor se encontrábá ánte sújetos 
similáres, todá vez qúe los púeblos áfro e indí genás tienen úná identidád cúltúrál distintá á lá qúe posee el resto de 
lá sociedád colombiáná, por lo qúe se reconoce el cárá cter de grúpos e tnicos, qúe constitúye úná ásimilácio n en los 
derechos cúltúráles de reconocimiento de lá identidád y diversidád”. 
26 Corte Constitúcionál, sentenciá T-397 de 2016. M.P. Mendozá Mártelo.  
27 Corte Constitúcionál, sentenciá C-463 de 2014, M.P. Cálle Correá. 
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Lá conservácio n de lás formás de orgánizácio n de lás comúnidád y grúpos e tnicos es ún 

propo sito constitúcionál qúe súrge del entendimiento igúálitário de los derechos de 

estos, con el propo sito de conversár en máyor medidá, con gárántí á de áútonomí á, lá 

diversidád e tnicá y cúltúrál á tráve s de sús úsos y costúmbres.  En esá medidá, negár lá 

ádjúdicácio n de tierrás á lás comúnidádes NARP qúe hán hábitádo áncestrálmente sús 

territorios es úná medidá qúe vá en contrá de lá áútonomí á y lá orgánizácio n de lás 

comúnidádes, ásí  como de sú proteccio n e tnicá y cúltúrál. Lá relácio n del territorio con 

lá cúltúrá de lás comúnidádes NARP es indisolúble. 

 

Adicionálmente, lá Corte Constitúcionál há reconocido lá discriminácio n histo ricá qúe 

há márginádo trádicionálmente á está poblácio n del poder decisorio reál28 y prohibido 

á lás áútoridádes otorgár ún tráto diferente y discriminátorio por rázones, entre otrás, 

de rázá29. Lo ánterior támbie n se explicá á pártir de lá sitúácio n histo ricá de 

discriminácio n e invisibilizácio n qúe hán súfrido lás comúnidádes NARP30, cúyá fáltá de 

reconocimiento se evidenciá en el de ficit de proteccio n normátivá en el qúe se 

encúentrán.  

 

Por esá rázo n, interferir con lá propiedád histo ricá de lás comúnidádes NARP sobre sús 

tierrás, á tráve s de lá determinácio n de á reás de sús territorios como párqúes 

nácionáles, es contráriá ál principio de plúrálismo y diversidád e tnicá y cúltúrál 

consignádo en los ártí cúlos 1, 7, 13 y 70 de lá Constitúcio n, ásí  como á los ártí cúlos 13 

14 y 15 del Convenio 169 de lá OIT, por lo qúe se reqúiere lá intervencio n de lá Corte 

Constitúcionál á fávor de lás comúnidádes NARP como púeblos e tnicos exclúidos de los 

beneficios de lá ádjúdicácio n de sús tierrás áncestráles.  

 

2. Cargo segundo en contra del literal g del artículo 6 de la ley 70 de 1993 por 

contradicción sustancial con el mandato constitucional de protección de 

las comunidades NARP al limitar la adjudicación de sus territorios 

ancestrales 

 
28 Corte Constitúcionál, sentenciá T-422 de 1996, M.P. Cifúentes Mún oz. Extrácto: “Si lá ley útilizá el criterio ráciál 
qúe, en principio está  proscrito en lá Constitúcio n, lo háce con el ú nico propo sito de introdúcir úná diferenciácio n 
positivá qúe, á júicio de lá Corte, es ádmisible. Lá párticipácio n de úná poblácio n, trádicionálmente márginádá del 
poder decisorio reál, en el sistemá de gobierno de lá edúcácio n, es definitivá párá lográr lá cábál integrácio n de lá 
sociedád y el respeto y perpetúácio n de sú válioso áporte cúltúrál. Uná formá de ásegúrár qúe hácí á el fútúro lá 
edúcácio n no seá ún cámpo de discriminácio n, púede ser, como lo intentá lá ley, qúe representántes de lá poblácio n 
negrá tomen ásiento en lás júntás distritáles de edúcácio n, júnto á los representántes de otros grúpos y sectores de 
lá sociedád y del Estádo”. 
29 Corte Constitúcionál, sentenciás T-422 de 1996, M.P. Cifúentes Mún oz, T-586 de 2007, M.P. Pinillá Pinillá, T-366 
de 2013, M.P. Rojás Rios, T-141 de 2015, M.P. Cálle Correá, y C-091 de 2017, M.P. Cálle Correá. 
30 Corte Constitúcionál, sentenciá T-601 de 2016, MP. Ortiz Delgádo. 
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A continúácio n, se desárrollá el cárgo de inconstitúcionálidád en contrá del literál g del 

ártí cúlo 6 de lá ley 70 de 1993 por contrádiccio n sústánciál con el mándáto 

constitúcionál de proteccio n de lás comúnidádes NARP ál limitár lá ádjúdicácio n de sús 

territorios áncestráles ál estáblecimiento de cátegorí ás legáles y procedimientos 

ádministrátivos, lo qúe tránsgrede los ártí cúlos 1, 7, 70, 93, 246, 310 y 55 tránsitorio de 

lá Constitúcio n, ásí  como los ártí cúlos 2.2, 13, 14 y 15 del Convenio 169 de lá OIT. 

 

2.1. El mandato constitucional específico de protección de las 

comunidades NARP  

 

El Estádo tiene lá obligácio n internácionál y el deber constitúcionál de proteger lá 

identidád y diversidád e tnicá y cúltúrál de lás comúnidádes negrás, áfrodescendientes, 

ráizáles y pálenqúerás – NARP- (árts. 1, 2, 93, 310 y 55 tránsitorio), ásí  como de otorgár 

igúáldád de tráto y dignidád á todás lás cúltúrás en Colombiá (árts. 7, 13 y 70), en el 

disen o de lás leyes y lá conformácio n del ordenámiento júrí dico. 

 

Lá Corte Constitúcionál en lá sentenciá C-433 de 2021 reconocio  lá existenciá de ún 

deber constitúcionál especí fico de proteccio n de los púeblos e tnicos y, en concreto, de 

lás comúnidádes NARP ásí : “(…) el legislador no tuvo en cuenta un deber específico 

constitucional, consagrado en los artículos 1, 7, 13 y 70 de la Carta Política, representado 

en la realización de los principios de diversidad étnica y cultural, el mandato de protección 

igual a todas las culturas y la obligación de garantizar la autonomía de los pueblos étnicos 

frente a su integridad cultural”. 

 

Este deber, tiene como ántecedentes el Aúto 005 de 200931, expedido en segúimiento á 

lá sentenciá T-025 de 2004, en el qúe lá Corte Constitúcionál reconocio  lá existenciá de 

mándátos constitúcionáles especí ficos párá lá proteccio n de lás comúnidádes NARP. 

Párá lá Corte, en átencio n de los ártí cúlos 1, 2, 5, 7, 13, 70, 310 y 55 tránsitorio, “de 

acuerdo con la Constitución, hay una protección especial tanto individual, como colectiva, 

en relación con los afrodescendientes”.  

 

Ademá s, de ácúerdo con el principio32 de plúrálismo y diversidád e tnicá y cúltúrál 

consignádo en los ártí cúlos 1 y 7 de lá Constitúcio n, qúe estáblecen el deber del Estádo 

de reconocer y proteger lá diversidád e tnicá y cúltúrál de lá Nácio n, los individúos y lás 

 
31 M.P. Cepedá Espinosá. 
32 Ve áse: Corte Constitúcionál, sentenciá T-342 de 1994, M.P. Bárrerá Cárbonell. Proteccio n constitúcionál de lá 
diversidád e tnicá y cúltúrál de los integrántes de lá comúnidád indí gená “Núkák-Mákú”. 
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comúnidádes tienen el derecho á qúe sú tierrá y territorio seá protegidá como 

condicio n indispensáble párá lá sálvágúárdá de sú identidád y diversidád e tnicá con 

báse en sús diferenciás especí ficás y en sús válores e tnicos y cúltúráles concretos33.  

 

El principio de plúrálismo y diversidád e tnicá y cúltúrál de lá Nácio n qúe se derivá de 

los ártí cúlos constitúcionáles 1 y 7 de lá Constitúcio n, se complementá con el deber del 

Estádo y sús áútoridádes de gárántizár lá efectividád de los principios, derechos y 

deberes constitúcionáles estáblecido en el ártí cúlo 2, el deber del Estádo de reconocer 

lá igúáldád34 y lá dignidád35 de lás diversás cúltúrás qúe conviven en el páí s fijádo en el 

ártí cúlo 70, y lá párticúlár proteccio n de lás comúnidádes NARP de ácúerdo con los 

ártí cúlos 93 y 55 tránsitorio36 y 310 de lá Constitúcio n37.  

 

En áplicácio n del mencionádo principio, leí do en conjúnto con los ártí cúlos 2.2, 13, 14 

y 15 del Convenio 169 de lá OIT qúe integrá el bloqúe de constitúcionálidád en virtúd 

del ártí cúlo 93 de lá Constitúcio n, los grúpos y comúnidádes e tnicás gozán de úná 

proteccio n especiál de sú cúltúrá38 –costúmbres, derecho consúetúdinário y válores 

trádicionáles áncestráles-, cosmovisio n39, identidád sociál, religiosá y júrí dicá40, 

áútonomí á41 y sú territorio42.  

 

Dádo qúe lás normás de derecho internácionál qúe integrán el bloqúe de 

constitúcionálidád “preválecen en el orden interno” y son párá metro de interpretácio n 

de los derechos y deberes conságrádos en lá Constitúcio n43, lá Corte Constitúcionál há 

 
33 Corte Constitúcionál, sentenciá C-818 de 2010, M.P. Sierrá Porto. 
34 Sobre el mándáto de proteccio n igúál á todás lás cúltúrás ver: Corte Constitúcionál, sentenciá C-480 de 2019, M.P. 
Rojás Rí os. 
35 Ve áse: Corte Constitúcionál, sentenciá C-370 de 2002, M.P. Monteálegre Lynett. Así  mismo, en lá sentenciá T-1105 
de 2008 se sostúvo qúe “En lá Constitúcio n existe ún conjúnto de preceptos encáminádos á otorgár especiál gárántí á 
ál reconocimiento, en igúáldád de condiciones, de todás lás etniás y cúltúrás qúe hábitán en el territorio colombiáno. 
[…] Así  lás cosás, es posible confirmár lá gárántí á qúe lá Constitúcio n le brindá ál reconocimiento y debidá proteccio n 
de lá diversidád e tnicá y cúltúrál cimentádo sobre el respeto por lá dignidád de todos los hábitántes del territorio, 
independientemente de lá etniá á qúe pertenezcán o de lá cosmovisio n qúe defiendán.”  
36 De ácúerdo con lá sentenciá C-253 de 2013, lá ley 70 de 1993, derivádá del ártí cúlo 55 tránsitorio de lá 
Constitúcio n, tiene como objetivo centrál reconocer á lás comúnidádes negrás, y fortálecer los mecánismos de 
proteccio n de sús derechos e identidád cúltúrál con el fin de fomentár condiciones de igúáldád reál párá estás 
pobláciones. 
37 Corte Constitúcionál, sentenciá C-480 de 2019, M.P. Rojás Rios. 
38 Corte Constitúcionál, sentenciás T-243 de 1994, C-605 de 2012, SU-649 de 2017. 
39 Corte Constitúcionál, sentenciás T-496 de 1996, SU-510 de 1998, C-882 de 2011, T-477 de 2012 y T-103 de 2018. 
40 Corte Constitúcionál, sentenciás SU-510 de 1998, T-567 de 1992, T-384 de 1994, C-058 de 1994, C-053 de 1999, 
C-088 de 2000 y T-370 de 2002. 
41 Corte Constitúcionál, sentenciás T-007 de 1995, T-379 de 2003, T-903 de 2009, T-201 de 2016 y T-650 de 2017. 
42 Corte Constitúcionál, sentenciás T-188 de 1993, T-387 de 2013, T-704 de 2016 y T-036 de 2019. 
43 Artí cúlo 93 de lá Constitúcio n Polí ticá. 
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sen áládo qúe el Convenio 16944 de lá OIT integrá el bloqúe de constitúcionálidád en 

sentido estricto. Por está rázo n, dicho convenio es úná fúente normátivá relevánte párá 

precisár el álcánce del principio de plúrálismo y diversidád e tnicá y cúltúrál45, qúe 

estáblece qúe los grúpos indí genás y los púeblos tribáles, en los qúe se inclúyen los 

grúpos sociáles qúe compárten úná identidád cúltúrál diferente de lá qúe tiene lá 

sociedád máyoritáriá o dominánte46, como lás comúnidádes NARP47, merecen úná 

proteccio n especiál cúándo se expiden medidás legislátivás qúe les áfectán 

directámente.  

 

De ácúerdo con esto, lá Corte Constitúcionál há gárántizádo el principio de proteccio n 

de lá identidád y diversidád e tnicá y cúltúrál, previniendo o impidiendo ácciones qúe 

tengán lá virtúálidád de áfectár, desconocer o ánúlár lá diversidád, lá identidád e 

integridád cúltúrál en cúálqúierá de sús mánifestáciones histo ricás, ártí sticás, 

medicináles, sociáles o de modos de vidá de lás comúnidádes e tnicás diversás, lo qúe 

inclúye necesáriámente el ácceso á lá ádjúdicácio n de sús tierrás y territorios.  

 

Así , en áplicácio n de estos principios y gárántí ás fúndámentáles, lá Corte Constitúcionál 

há determinádo protecciones especí ficás párá estás comúnidádes, como derechos 

fúndámentáles de lá colectividád. Respecto á estos elementos de proteccio n, 

considerámos importánte destácár los sigúientes áspectos de los derechos de los 

grúpos y comúnidádes e tnicás en Colombiá: (i) el reconocimiento del derecho á 

intervenir en decisiones, de mánerá reál y efectivá48, qúe les áfecten49 párá lá 

 
44 Uprimny, Rodrigo. (2005). “El bloqúe de constitúcionálidád en Colombiá. Un áná lisis júrisprúdenciál y ún ensáyo 
de sistemátizácio n doctrinál”, en Oficiná en Colombiá del Alto Comisionádo de lás Náciones Unidás párá los Derechos 
Húmános: Compilácio n de júrisprúdenciá y doctriná nácionál e internácionál. Volúmen I. Bogotá , p. 33: “Lá máyor 
párte de los convenios de lá OIT, en lá medidá en qúe desárrollán derechos qúe yá está n reconocidos en lá Cártá (CP 
árts. 25, 29, 48, 53 y 56), hácen párte del bloqúe de constitúcionálidád en sentido estricto, en virtúd del mándáto del 
ártí cúlo 93-2 de lá Constitúcio n”. 
45Entre lás providenciás qúe le hán reconocido el hácer párte del bloqúe de constitúcionálidád estricto sensu púeden 
mencionárse lás sentenciás C-641 de 2012, C-915 de 2010, C-615 de 2009, C-461 de 2008 y C-208 de 2007.  
46 Ve áse: Corte Constitúcionál, sentenciá SU-123 de 2018, M.P. Rojás Rí os y Uprimny Yepes. En sentenciá C-359 de 
2013, M.P. Pálácio Pálácio, se precisáron los criterios fúndámentáles párá lá identificácio n de úná comúnidád tribál 
o grúpo etno-cúltúrál, á sáber: “á. La autoidentificación y vínculo comunitario; b. Estilos tradicionales de vida; c. Cultura 
y modo de vida diferentes a los de los otros segmentos de la población nacional, p. ej. la forma de subsistencia, la lengua, 
los valores y prácticas sociales, culturales, religiosas y espirituales, etc.; d. Organización social y costumbres propias; y 
e. Normas tradicionales propias.” 
47 Ve áse: Corte Constitúcionál, sentenciá C-864 de 2008, M.P. Monroy Cábrá, en donde lá Corte hizo ún recúento de 
lá júrisprúdenciá constitúcionál sobre está máteriá y se reáfirmo  qúe  comúnidádes negrás podí án ser considerádás 
como grúpos e tnicos sújetos de especiál proteccio n constitúcionál: “(i) un elemento ´objetivo´, a saber, la existencia 
de rasgos culturales y sociales compartidos por los miembros del grupo, que les diferencien de los demás sectores 
sociales, y (ii) un elemento ´subjetivo´, esto es, la existencia de una identidad grupal que lleve a los individuos a asumirse 
como miembros de la colectividad en cuestión.” 
48 Corte Constitúcionál, sentenciá C-891 de 2002, M.P. Aráú jo Renterí á. 
49 Corte Constitúcionál, sentenciá SU-123 de 2018, M.P. Rojás Rí os y Uprimny Yepes. 
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proteccio n de sú cúltúrá y en lá preservácio n de sú identidád e tnicá50; y (ii) lá 

importánciá de gárántizár lá súbsistenciá y preservácio n de lá integridád e tnicá y 

cúltúrál51, lo qúe inclúye disponer de los elementos máteriáles necesários párá dichá 

súbsistenciá, como el disfrúte de sús tierrás histo ricámente ocúpádás. Lás 

mánifestáciones de estos dos á mbitos de proteccio n, como el derecho á lá consúltá 

previá52, el deber de no discriminácio n53 y lá vigenciá del áútogobierno del colectivo 

e tnico yá seá párá dirigir sús intereses o párá resolver sús conflictos internos54, 

constitúyen evidenciás clárás del deber del Estádo en lá proteccio n de los grúpos 

e tnicos55.  

 

De conformidád con lo ánterior, se evidenciá lá existenciá de ún mándáto o deber 

constitúcionál reconocido por lá Corte Constitúcionál, en virtúd de lá interpretácio n 

sistemá ticá de los ártí cúlos 1, 7, 13, 70, 310 y 55 tránsitorio de lá Constitúcio n Polí ticá, 

ásí  como de los ártí cúlos 2.2, 13, 14 y 15 del Convenio 169 de lá OIT, relácionádo con el 

reconocimiento y lá proteccio n de lá diversidád e tnicá y cúltúrál de lás comúnidádes 

NARP.  

 

 

 

2.2. La prohibición inconstitucional de adjudicación colectiva de tierras 

en áreas de parques nacionales 

 

El rol de lás comúnidádes NARP ánte lás emergenciás ámbientáles y climá ticá es 

fúndámentál y há sido reconocido por diversos instrúmentos regionáles, ásí  como por 

decisiones de lá Corte Constitúcionál. Estos reconocimientos no hán sido tán númerosos 

como los vincúládos á lás comúnidádes indí genás, pero si hán tenido lá mismá báse 

árgúmentátivá: se trátá de comúnidádes qúe tienen ún especiál ví ncúlo con lá 

nátúrálezá, qúe cúentán con prá cticás y costúmbres y, qúe hán sido discriminádás, 

despojádás y violentádás por prá cticás extráctivistás. Un ejemplo de esá discriminácio n 

 
50 Corte Constitúcionál, sentenciás C-068 de 2013, M.P. Gúerrero Pe rez, y C-208 de 2007, M.P. Escobár Gil. 
51 Corte Constitúcionál, sentenciá C-068 de 2013, M.P. Gúerrero Pe rez. 
52 Corte Constitúcionál, sentenciás SU-037 de 1997, SU-039 de 1998, T-652 de 1998, C-891 de 2002, T-737 de 2005, 
C-864 de 2008, C-702 de 2010, C-253 de 2013 y T-576 de 2014. 
53 Lá Corte Constitúcionál en lá sentenciá C-882 de 2011 indico  qúe lá prohibicio n de úso y consúmo de sústánciás 
sicoáctivás y de estúpefácientes no cobijá á los territorios indí genás ni á sús miembros, debido á sú diferenciá 
cúltúrál e identidád e tnicá. Inclúsive, sen álo  qúe áplicár esá interdiccio n implicárí á váciár de contenido sú 
espiritúálidád y prá cticás religiosás, ásí  como desconocer los derechos de párticipácio n reconocidos á tráve s de lá 
consúltá previá. En el mismo sentido, en sentenciá T-357 de 2018, se áfirmo  qúe el consúmo y lá prodúccio n de lá 
hojá de cocá en el territorio de lás comúnidádes indí genás es ún desárrollo de los principios de diversidád y 
áútonomí á e tnicá. Corte Constitúcionál, sentenciás T-422 de 1996, T-1090 de 2005, T-375 de 2006 y T-586 de 2007. 
54 Corte Constitúcionál, sentenciás T-979 de 2006, T-514 de 2009, T-973 de 2009, T-009 de 2018 y T-103 de 2018. 
55 Corte Constitúcionál, sentenciás T-778 de 2005, M.P. Cepedá Espinosá, y T-465 de 2012, M.P. Pálácio Pálácio. 
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es qúe despúe s de 27 cúmbres del climá, Colombiá integro  por primerá vez en el án o 

2022 lá representácio n de lás comúnidádes NARP56.  

 

Igúálmente, en el Sistemá Interámericáno de Derechos Húmános existen diversos 

reconocimientos del ví ncúlo entre lás comúnidádes NARP y lá proteccio n ámbientál:  

 

• El Informe de lá CIDH del 31 de diciembre de 2015 en el cúál se integrá ún 

ápártádo sobre los “Púeblos indí genás, comunidades afrodescendientes y 

recúrsos nátúráles: proteccio n de derechos húmános en el contexto de 

áctividádes de extráccio n, explotácio n y desárrollo” (súbráyá fúerá del texto 

originál)57;  

• Cáso de lás comúnidádes áfrodescendientes desplázádás de lá Cúencá del Rí o 

Cácáricá (Operácio n Ge nesis) Vs. Colombiá. Excepciones Prelimináres, Fondo, 

Repáráciones y Costás. Sentenciá de 20 de noviembre de 2013 Corte IDH, en lá 

cúál sen álá, á pártir de los informes de lá CIDH, qúe lás comúnidádes 

áfrodescendientes tienen úná estrechá relácio n con lá tierrá y con los recúrsos 

nátúráles, lá cúál debe ser protegidá por el ártí cúlo 21 de lá Convencio n 

Americáná58;  

• Lá Opinio n Consúltivá 23 de 2017 sobre proteccio n ámbientál y derechos 

húmános de lá Corte IDH sen álá especí ficámente sobre los territorios colectivos, 

qúe “en el caso específico de las comunidades indígenas y tribales, este Tribunal se 

ha pronunciado sobre la obligación de proteger sus territorios ancestrales debido 

a la conexión que mantienen con su identidad cultural, derecho humano 

fundamental de naturaleza colectiva que debe ser respetado en una sociedad 

multicultural, pluralista y democrática”59;  

• Por ú ltimo, lá Resolúcio n 03 de 202160 de lá CIDH desárrollá úná seccio n 

completá denominádá “Derechos de los púeblos indí genás, comúnidádes 

tribáles, áfrodescendientes y cámpesinás o qúe trábáján en zonás rúráles frente 

ál cámbio climá tico” y sen álá, como obligácio n centrál, qúe “Los Estados deben 

 
56 Al respecto ver: https://www.minámbiente.gov.co/cop27/por-primerá-vez-úná-ámpliá-y-diversá-delegácion-de-
lá-sociedád-colombiáná-llegá-á-lá-cúmbre-climáticá-cop27/  
57 Comisio n Interámericáná de Derechos Húmános, Púeblos indí genás, comúnidádes áfrodescendientes y recúrsos 
nátúráles: proteccio n de derechos húmános en el contexto de áctividádes de extráccio n, explotácio n y desárrollo, 
2015, disponible en: http://www.oás.org/es/cidh/informes/pdfs/indústriásextráctivás2016.pdf  
58 Pá rráfo 339: Cáso de lás comúnidádes áfrodescendientes desplázádás de lá Cúencá del Rí o Cácáricá (Operácio n 
Ge nesis) Vs. Colombiá. Excepciones Prelimináres, Fondo, Repáráciones y Costás. Sentenciá de 20 de noviembre de 
2013. En: https://www.corteidh.or.cr/docs/cásos/árticúlos/seriec_270_esp.pdf  
59 Corte Interámericáná de Derechos Húmános, Opinio n Consúltivá OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017, solicitádá 
por lá Repú blicá de Colombiá, sobre medio ámbiente y derechos húmános: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/serieá_23_esp.pdf  
60 Emergenciá Climá ticá: Alcánce y obligáciones interámericánás de derechos húmános: 
https://www.oás.org/es/cidh/decisiones/pdf/2021/Resolúcion_3-21_SPA.pdf  



 

20 
 

adoptar medidas para que la crisis climática no afecte o ponga en riesgo la 

protección efectiva de los derechos humanos de los pueblos indígenas, 

comunidades afrodescendientes, tribales o campesinas como la vida, la integridad 

personal, la libertad de expresión, la protección de la vida familiar, el agua, la 

alimentación, el medio ambiente sano o la propiedad comunal, entre otros”.  

 

En el á mbito nácionál, lá Corte Constitúcionál introdújo el concepto de derechos 

biocúltúráles por medio de lá sentenciá T-622 de 201661, definie ndolos como “los 

derechos que tienen las comunidades étnicas a administrar y a ejercer tutela de manera 

autónoma sobre sus territorios -de acuerdo con sus propias leyes, costumbres- y los 

recursos naturales que conforman su hábitat, en donde se desarrolla su cultura, sus 

tradiciones y su forma de vida con base en la especial relación que tienen con el medio 

ambiente y la biodiversidad”.  

 

De lá ánterior definicio n se destácán: 1. Qúe útilizá el ge nero de comúnidádes e tnicás; 

2. Reconoce lás formás propiás de áútogobierno y áútonomí á sobre el mánejo de sús 

territorios y; 3. Reconoce qúe existe úná relácio n especiál de proteccio n y conservácio n 

de lás comúnidádes e tnicás con lá nátúrálezá. En ese orden de ideás, integrándo lás 

cátegorí ás trádicionáles del enfoqúe de derechos húmános, es posible identificár lás 

sigúientes obligáciones sústántivás: los estádos deben respetar, no interferir en lá 

gárántí á de los derechos biocúltúráles; proteger de lá interferenciá de terceros en lá 

gárántí á de los derechos biocúltúráles y; cumplir, desárrollándo normás y polí ticás qúe 

contribúyán á lá gárántí á de los derechos biocúltúráles.  

 

Adicionálmente, en lá SU-111 de 2021 lá Corte Constitúcionál sen álá qúe lá propiedád 

colectivá de lás comúnidádes NARP se fúndámentá en “por úná párte, lá proteccio n de 

lá diversidád e tnicá y cúltúrál y, por otrá, lá defensá del medio ámbiente en átencio n á 

lás reláciones trádicionálmente estáblecidás por lás comúnidádes negrás con lá 

nátúrálezá”. 

 

Al respecto, es importánte considerár lás finálidádes de proteccio n de los párqúes 

nácionáles y lás ádjúdicáciones de tierrás á lás comúnidádes NARP. De ácúerdo con el 

Co digo Nácionál de los Recúrsos Nátúráles Renovábles y de Proteccio n ál Medio 

Ambiente, decreto ley 2811 de 1974, lá finálidád principál del sistemá de párqúes 

nácionáles, es conservár y mántener lá diversidád biolo gicá, ásí  como ásegúrár lá 

estábilidád ecolo gicá, y proteger ejempláres de feno menos nátúráles, cúltúráles, 

 
61 Corte Constitúcionál T-622-2016, M.P. Pálácio Pálácio.  
https://www.corteconstitúcionál.gov.co/relátoriá/2016/t-622-16.htm  
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histo ricos y otros. Por sú párte, los Consejos Comúnitários creádos párá lá ádjúdicácio n 

de tierrás tienen como fúncio n velár por lá conservácio n y proteccio n de los derechos 

de lá propiedád colectivá, lá preservácio n de lá identidád cúltúrál, el áprovechámiento 

y lá conservácio n de los recúrsos nátúráles. 

 

Los consejos comúnitários de lás comúnidádes NARP cúentán con reconocimiento en el 

ejercicio de sús lábores como áútoridádes e tnico-territoriáles con á mbito territoriál y 

personál, conforme con lá Constitúcio n. Los consejos comúnitários de lás comúnidádes 

negrás, conforme con el ártí cúlo 5 de lá ley 70 de 1993 y el ártí cúlo 3 del Decreto 1745 

de 1995 "Por el cúál se reglámentá el Cápí túlo III de lá Ley 70 de 1993 (…)”, son lá figúrá 

júrí dicá á tráve s de lá cúál lás comúnidádes negrás se convierten en  personás júrí dicás, 

por tánto, ejercen má ximá áútoridád de ádministrácio n interná dentro del territorio de 

lá comúnidád y se encúentrá conformádo por dos o rgános: (i) lá ásámbleá generál,  -

áútoridád del consejo comúnitário, encárgádá de elegir ál representánte legál de lá 

personá júrí dicá-, y (ii) lá júntá del consejo comúnitário62.  

 

Adicionálmente, el Consejo de Estádo há sen áládo qúe los consejos comúnitários de lás 

comúnidádes negrás tienen lá fúncio n de, entre otrás, preservár lá identidád cúltúrál de 

lá comúnidád; ádministrár internámente lás tierrás de propiedád colectivá qúe se les 

ádjúdiqúe; delimitár y ásignár á reás ál interior de lás tierrás ádjúdicádás; velár por lá 

conservácio n y proteccio n de los derechos de lá propiedád colectivá, lá preservácio n de 

lá identidád cúltúrál, el áprovechámiento y lá conservácio n de los recúrsos nátúráles y 

hácer de ámigábles componedores en los conflictos internos fáctibles de conciliácio n. 

Ademá s, lá Júntá del Consejo Comúnitário de lás Comúnidádes Negrás, representá á lá 

comúnidád, llevá sús árchivos y tiene fúnciones relátivás á lá orgánizácio n 

socioecono micá de lá mismá63. 

 

Igúálmente, como lo há sen áládo lá Corte Constitúcionál en lá sentenciá SU-111 de 2020 

“(...) cada comunidad negra debe formar un consejo comunitario como manera de 

administración interna, el cual tiene entre sus diversas funciones la de materializar esta 

doble finalidad de la propiedad colectiva regulada en la Ley 70 de 1993”. Esto es 

reconocido por el ártí cúlo 5° de lá ley qúe prescribe qúe los consejos comúnitários 

deben velár por “la preservación de la identidad cultural” y por “el aprovechamiento y la 

conservación de los recursos naturales”64. 

 
62 Corte Constitúcionál, sentenciá T-292 de 2017, M.P. Lináres Cántillo. 
63 Consejo de estádo, Sálá de lo Contencioso Administrátivo – Seccio n Qúintá, C.P. Reináldo Chávárro Búriticá , 
sentenciá proferidá el 20 de octúbre de 2005, dentro del expediente con rádicádo No. 27001-23-31-000-2004-
00549-01(3826). 
64 Corte Constitúcionál, sentenciá SU-111 de 2020, M.P. Ortiz Delgádo. 
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De ácúerdo con esto, lás finálidádes de lá ádjúdicácio n de tierrás á lás comúnidádes 

NARP y lás decláráciones de párqúes nácionáles de sús territorios cúmplen en todo cáso 

fines de conservácio n ámbientál, por lo qúe no deberí á súpeditárse, siendo está medidá 

úná áfectácio n á lá identidád e tnicá y cúltúrál de los grúpos e tnicos. 

 

Ademá s, es importánte sen álár qúe el decreto reglámentário 622 de 1977 estáblece en 

sú ártí cúlo 7 qúe “no es incompatible la declaración de un parque nacional natural con la 

constitución de una reserva indígena; en consecuencia cuando por razones de orden 

ecológico y biogeográfico haya de incluirse, total o parcialmente un área ocupada por 

grupos indígenas dentro del Sistema de Parques Nacionales Naturales, los estudios 

correspondientes se adelantarán conjuntamente con el Instituto Colombiano de la 

reforma Agraria, Incora, y el Instituto Colombiano de Antropología, con el fin de 

establecer un régimen especial en beneficio de la población indígena de acuerdo con el 

cual se respetará la permanencia de la comunidad y su derecho al aprovechamiento 

económico de los recursos naturales renovables, observando las tecnologías compatibles 

con los objetivos del sistema señalado al área respectiva”. Está normá, de cárá cter 

reglámentário y exclúsivá párá lás comúnidádes indí genás, estáblece clárámente qúe 

no es incompátible lá existenciá del párqúe nácionál con lá reservá indí gená. Esto es 

importánte, porqúe evidenciá en lá prá cticá el trátámiento desigúál y contrádictorio 

dádo por lás áútoridádes del Estádo á lás comúnidádes indí genás y NARP en relácio n á 

ide nticos problemás júrí dicos. 

 

Los grúpos y comúnidádes e tnicás tienen derecho ál reconocimiento de sús costúmbres, 

derecho consúetúdinário y áútoridádes en lá gestio n de sús intereses. No obstánte, el 

literál demándádo impide qúe á los consejos comúnitários de lás comúnidádes NARP le 

seán ádjúdicádos predios qúe hán sido ocúpádos histo ricámente por lás comúnidádes 

e tnicás. 

 

En el márco constitúcionál áctúál, derivádo de lá proteccio n constitúcionál qúe se há ido 

ámpliándo en lás ú ltimás de cádás á lás comúnidádes NARP, no existen rázones qúe 

podrí án soportár lá existenciá del tráto inconstitúcionál qúe el literál demándádo 

prodúce sobre lás comúnidádes NARP como grúpo e tnico beneficiário del 

reconocimiento y lá proteccio n de sú integridád y diversidád e tnicá y cúltúrál en el 

Estádo constitúcionál.  

 

Así  púes, impedir lá ádjúdicácio n de tierrás sobre predios ocúpádos histo ricámente por 

comúnidádes NARP, con ocásio n de lá creácio n legál en lás ú ltimás de cádás del sistemá 
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de párqúes nácionáles, prodúce úná sitúácio n inconstitúcionál qúe debe remediár lá 

Corte Constitúcionál.  

 

Por lo ánterior, solicitámos qúe lá Corte Constitúcionál intervengá con el propo sito de 

eliminár lá prohibicio n de ádjúdicácio n de tierrás á lás comúnidádes NARP en á reás del 

sistemá de párqúes nácionáles, en lá medidá qúe está sitúácio n vúlnerá el mándáto 

constitúcionál especí fico de proteccio n de dicho grúpo e tnico y es innecesário ál 

propo sito de cúmplimiento de lá fúncio n de proteccio n ámbientál.  

  

PRETENSIÓN 

 

Única. Declárár lá inconstitúcionálidád del literál g del ártí cúlo 6 de lá ley 70 de 1993 

“Por la cual se desarrolla el artículo transitorio 55 de la Constitución Política”, por 

vúlnerár los derechos derivádos de lá ocúpácio n áncestrál del territorio por párte de 

lás comúnidádes negrás, áfrocolombiánás, ráizáles y pálenqúerás. 

 

NOTIFICACIONES 

 

Los áccionántes recibiremos notificáciones en el correo electro nico 
redlitigioáfro@gmáil.com y lj.árizá20@úniándes.edú.co  
 

Cordiálmente,  

 

 

 
 

 

 
Libárdo Jose  Arizá Higúerá  
CC 79752588 Dúitámá, Boyácá .  
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Ramiro Rodríguez Padilla.  
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